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Este trabajo es realizado por un equipo que se propone seguir el desarrollo de la coyuntura mundial así como sus particularidades en Latinoamérica y Argentina. El objetivo es producir una herramienta de análisis que contribuya a la discusión de la situación que vivimos. Para esto, se siguen a diario diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanas, estadounidenses y europeas, buscando una visión amplia que permita extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos internacionales en torno a temas tales como el desarrollo de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración del capital, la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, etc.
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Introducción 

Termina otro año, pero no los conflictos que hemos visto desarrollarse a lo largo de él. El mundo entero es el terreno en que se da la disputa económica y política por el predominio. Repasando este último mes, veremos cómo sigue esa pelea en cada espacio y en distintos niveles: a nivel mundial, la situación en Irak sigue igual, EE.UU. desactivó la amenaza de guerra comercial al eliminar las tarifas del acero, mientras sigue avanzando hacia la integración económica del continente y –al igual que los otros grandes bloques capitalistas– relocalizando funciones productivas a todo lo ancho del globo  para sobrevivir en medio de la competencia mundial. 

Dentro de las regiones y países, tenemos un nuevo fiasco en el proceso de unificación política europea, esta vez como fallido proyecto constitucional. La Unión Europea se debate entre la urgencia por la unidad –por la necesidad del capital de contar con espacios mayores que los estados-nación– y los necesarios e imposibles –al menos por ahora– reacomodos de poder político que eso implica. Sí parecen darse algunos avances en la creación de un ejército europeo.

En  EE.UU., la reforma de Medicare ha mostrado hasta el detalle más mínimo, el tipo de marco que los grandes laboratorios buscan para su propia reproducción a costa del resto de la sociedad, no sólo estadounidense sino potencialmente del mundo entero. 

América Latina, por su parte, puede dividirse alrededor de la actitud hacia el proceso de integración continental: una parte aceptando los términos que plantea EE.UU. para este proceso, otra buscando negociarlos y otra que los rechaza de plano. Imbricado en esto, van las presiones de los organismos internacionales de crédito en pro de las políticas de los sectores más concentrados, y las respuestas que da una población que rechaza esas políticas y sus personeros externos y locales.  Eso que crea los “problemas de gobernabilidad” del continente. 

Y en esto sigue el mundo, y por lo tanto todos nosotros. Aquí tratamos de desarrollar estos temas. Pasen y vean. 

Situación mundial

“En el tercer trimestre, la economía mundial creció a la tasa más elevada en dos décadas. Esto fue en gran parte debido al impactante despegue de EE.UU., cuyo PBI creció a una tasa anual de 7,2%. Pero de ningún modo se debe todo a ello: esta recuperación es realmente global ... el PBI de China creció un 18%, el de Singapur un 17% y el de Taiwán un 24% ... J.P. Morgan Chase estima que la economía rusa se expandió un 8%, la de la Argentina un 12,5% y la de Brasil un 4%” (TE 22/11). Ese crecimiento global, que no es otra cosa que un incremento en el valor de la producción mundial de bienes y servicios, hay que analizarlo más profundamente, ya que, por un lado, no niega la posibilidad de que ese fenómeno expresado en moneda pueda significar aún una mayor sobreabundancia en la oferta de bienes sin la correspondiente demanda. Teniendo en cuenta que “unos pocos economistas sostienen que el crecimiento de EE.UU. también es en parte un fantasma, por la manera en que se mide la inflación. Si una computadora ahora tiene el doble de poder que una que costaba lo mismo hace un año, se considera que su precio ha caído un 50%. Esta medición `hedonista´ de los precios, que pocos países europeos utilizan, ha aumentado el incremento real en la inversión en tecnología en EE.UU. este año. La inversión empresaria en computadoras ha aumentado un 54% en términos reales desde 2000. En términos de dólar, el gasto ha caído un 8%. Aunque es cierto que se exagera el crecimiento, es innegable que las economías están levantando velocidad” (TE 22/11), es loable considerar la profundización de la sobreoferta de bienes y servicios. Una aproximación más vasta al contenido de dicho crecimiento no da lugar a un desembozado optimismo. Como vimos en informes anteriores, el fenómeno de la relocalización productiva es llevado a cabo por una progresiva mayoría de los capitales más concentrados y centralizados. Al caso de China, como veremos, se le agregan otros como India o América Central. Tomando por ejemplo la empresa citada en el Análisis de noviembre de 2003: el mineral de hierro es extraído en Mina Gerais (Brasil) y se lo transporta a China, allí se transforma en acero en planchas para, posteriormente, conducirlo a EE.UU., donde se transforman en refrigeradores. Anteriormente, el proceso estaba integrado en menores unidades geográficas, residiendo el peso del transporte principalmente en el bien de consumo final (en este caso el refrigerador). En definitiva, el beneficio obtenido por el menor costo de la mano de obra es absorbido en parte por el transporte (por ende el sector energético y petrolero) y otros servicios conexos. La masa de capital necesario para abordar una organización productiva de esta naturaleza reafirma el grado de concentración que alcanzan dichas empresas y la interpenetración con el capital estrictamente bancario. Por ende, se trata de la forma en que el capital financiero continúa su concentración y centralización, ya que integra todas las fases en una escala productiva que minimiza el costo por unidad (al optimizar cada una de ellas). La coherencia política (programática) necesaria para imponer o desarrollar las condiciones del progreso de esta tendencia es la diferencia cualitativa fundamental entre EE.UU., perfectamente cohesionado (en sus diferencias) y la UE, que aún no puede asentar los cimientos de su plafón político.

Concentración, centralización y 
apertura de los mercados

La especialización productiva cercena las intenciones proteccionistas. Luego de las amenazas de sanciones comerciales chinas, japonesas y europeas, el presidente Bush suspendió la aplicación de los aranceles al acero importado a EE.UU. (NYT 5/12). Las sanciones preanunciadas por esos países alcanzaban montos irrisorios para el volumen del comercio mundial y estaban dirigidas principalmente a regiones políticamente sensibles (como Florida, las Carolinas o Pennsylvannia, vitales para las elecciones presidenciales del 2004). La decisión de quitar la protección a una industria importante estratégicamente pero con mayor relevancia por sus conexiones políticas en la Casa Blanca, revela que, en conjunto, la economía norteamericana se beneficia con la liberalización del comercio. Por un lado, en el aspecto productivo, revitaliza la tendencia a liberar los mercados laborales y de inversiones, imprescindibles para el proceso de relocalización recién mencionado. “En EE.UU., en Gran Bretaña, en Australia, a los asalariados les ha ocurrido algo terrible en los últimos seis meses: la India puede significar para los servicios lo que China ya significa para la industria (... ) tiene tres atractivos para las empresas: una gran reserva de trabajadores jóvenes con un alto nivel de educación, salarios bajos y el idioma inglés” (TE 13/12). Pero se trata de un fenómeno estructural de largo plazo, y no sólo abarca los servicios, sino también tecnología de punta, ya que “genera gran parte de la propiedad intelectual de compañías americanas como Cisco Systems, General Electric, I.B.M., Intel, Motorola y Texas Instruments, cuyas unidades indias han completado 1.000 nuevas patentes ... según la Asociación Nacional de Software y Servicios de la India, cerca de 5.000 profesionales de origen indio con más de cinco años de experiencia en EE.UU. se mudaron a India desde ese país en los últimos dos años” (NYT 15/12). Desde este punto de vista, queda más explícita la significación del acuerdo de libre comercio de EE.UU. con Honduras, Nicaragua, Guatemala, el Salvador y República Dominicana (CAFTA, por sus siglas en inglés). Su escasa relevancia como mercado de consumo (140.700 millones anuales de producción conjunta el año pasado, menos que Bangladesh y 40 millones de personas) se balancea con su cercanía al mercado norteamericano, cobrando importancia como mercado de mano de obra y servicios (Costa Rica rechazó el pacto por un año, al negarse a abrir su sector de servicios). En este sentido, ya está claro al menos una rama productiva a la cual beneficia y que hizo los preparativos necesarios para ello: “los mayores embotelladores del mundo tienen en la mira a América Central ... la inversión extranjera en el rubro de bebidas ha crecido de prácticamente cero a 1.000 millones de dólares en 2 años ... ahora que la región negocia un tratado de libre comercio con EE.UU., podría constituirse como trampolín de las exportaciones” (WSJA 4/12). En efecto, esta especialización parece ser uno de los factores que empuja las iniciativas aperturistas, pues “un informe reciente sobre el traslado de empresas al exterior de McKinsey estima que cada dólar de costos que EE.UU. envía al exterior trae un beneficio neto de 1,12 a 1,14” (TE 13/12).

Recesión y Desempleo

EE.UU. “Es el mayor incremento de impuestos que una generación ha trasladado a la siguiente en la historia de este país” (NYT 26/11) manifestó el senador republicano (oficialista) por New Hampshire, Judd Gregg para caracterizar la reforma de uno de los últimos bastiones del estado de bienestar. La profunda reforma del programa Medicare, destinado a dar asistencia médica a ancianos y discapacitados, fue sancionada por el Congreso norteamericano y constituye la mayor desde 1965. Dos procesos interconectados tuvieron especial importancia para lograr la modificación. Por un lado, los crecientes aumentos en los medicamentos ocasionaban incrementos de costos exorbitantes y permanentes a las empresas y a los trabajadores (pues es compartido entre ambos). En un contexto recesivo, muchas empresas o bien dejaron de otorgar cobertura médica o trasladaron el gasto al empleado, vía convenio con el sindicato en cuestión. Surgieron una serie de pólizas de seguro y planes de salud destinados a cubrir esa creciente brecha. En un principio el proceso se desarrolló en forma desordenada, posteriormente las circunstancias obligaron al estado a establecer 10 tipos de planes estereotipados.

Por otro lado, el programa Medicare gozaba de cierta protección estatal, que limitaba el aumento de los precios de los medicamentos para sus beneficiarios, además de absorber una porción de los costos. Es decir, el incremento mencionado anteriormente no influía en un mercado de 40 millones de personas, o al menos no lo hacía en la misma proporción.

El lobby farmacéutico finalmente consiguió avanzar sobre ambos. Por un lado, consiguió quitar del medio a compañías de seguro que cubrían la diferencia en la prescripción de medicamentos, obligando al beneficiado en pagar en efectivo la diferencia entre el costo total y el subsidio del estado. Por otro lado, consiguió transformar el control estatal de precios por un subsidio a los beneficiarios y la liberalización del mercado de medicamentos. Aquí reside el factor fundamental, tal es así que prácticamente las sesiones del congreso se limitaron a discutir el rol del estado en la fijación de los precios. La oposición demócrata demostró su incapacidad de bloquear la iniciativa republicana, que muy hábilmente fechó el comienzo de las modificaciones para el 2006, con posterioridad a las elecciones de 2004, pues supone, siendo optimistas, 400.000 millones más para el presupuesto nacional en diez años. Su tibio accionar se limitó a denunciar el verdadero carácter de la reforma, la cual “dirigirá al menos 125.000 millones de dólares en la próxima década en asistencia extra a la industria médica y al empresariado norteamericano ... la generosidad de la ley hacia empleadores y grandes sectores del sector de la salud explica el intenso lobby de grupos como la Cámara de Comercio y la Asociación Médica” (WP 24/11). 

El poderoso sector farmacéutico (que involucra a laboratorios, centros de investigación y universidades) se demostró exultante pero no se detiene allí, ahora avanzará fronteras afuera para uniformar las utilidades a nivel global. “Habiendo barrido con los controles de precios en EE.UU., la industria farmacéutica busca hacerlo en el exterior con la ayuda del gobierno y el congreso. En las conversaciones sobre el tratado de libre comercio con Australia, los funcionarios norteamericanos presionan para eliminar el sistema por el cuál el gobierno de Australia negocia los precios de los medicamentos (por ser el mayor comprador de ellos) ... es una prioridad absoluta para la industria que obtiene la mayor parte de sus beneficios en EE.UU. y argumenta que los precios podrían ser menores si el resto de los países comparte la carga de la investigación y desarrollo de los medicamentos ... Mark Vaile, el ministro de comercio australiano, manifestó que no hay lugar para ello en conversaciones sobre apertura de mercados, ya que las farmacéuticas no tienen ninguna barrera comercial en Australia” (NYT 27/11). La mundialización de los procesos productivos (bienes y servicios) comprende también, como no podía ser de otra manera, la de los costos. Claro que esos costos se definen privadamente, y por tanto también los precios que corresponden a esos costos y que definirán la vida o la muerte de millones de personas, dado que la mundialización de los beneficios aún no llega.

Situación Política

Fracaso del proyecto de Constitución Europea. 

La reunión del Consejo Europeo en Bruselas (12 y 13 de diciembre) culminó sin lograr su objetivo principal: consensuar el proyecto de Constitución Europea. La incapacidad para lograr acuerdos al interior del bloque quedó patéticamente evidenciada, teniendo en cuenta que esta reunión de jefes de estado estuvo precedida por cinco meses de negociaciones sin fruto alguno. Las cuestiones en debate son varias (incluida la polémica entre “secularistas” y “religiosos” acerca de la inclusión o no de una referencia a las “raíces cristianas de Europa” en el preámbulo), pero las que resultaron claves para el fracaso se relacionan con la distribución del poder de decisión en la futura UE a partir de 2009. Vayamos por partes. 

¿Porqué necesita la UE una constitución? Porque este texto vendría a refrendar la consolidación del bloque ya no sólo como “mercado común” sino como totalidad política. La “Europa de las empresas” (este club exclusivo al que sólo entran los países que demuestran su compromiso con la economía de mercado) necesita, por un lado, un marco legal homogéneo que asegure a sus capitales internos una competencia “limpia” y capacidad para imponer sus condiciones a los trabajadores; por el otro, capacidad política efectiva para, desde el bloque, pujar por los mercados y recursos a nivel mundial. El momento es crítico en ambos aspectos: el Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC), cuyo objetivo es someter las finanzas de los estados a normas homogéneas y supranacionales, está siendo ignorado por las dos principales economías del continente, y, a la vez, la cohesión política europea ha estallado en torno al conflicto iraquí. Y el carácter político del comercio mundial se manifiesta como pocas veces. Valga a manera de ejemplo la homogénea actitud de la UE (incluido Reino Unido) ante los aranceles impuestos por el gobierno norteamericano al acero importado, que logró torcer la mano al presidente norteamericano. O la exclusión (mediante un memo del vicesecretario de Defensa norteamericano) de empresas rusas, francesas y alemanas de las licitaciones para la reconstrucción de Irak, por supuestos “motivos de seguridad” (LF 11/12). La ambición de conformar una “Gran Europa”, es decir, un gran bloque económico, político y cultural estuvo entre los objetivos originales de los constructores de la Comunidad Económica Europea en la década del 50. En 1992, la conferencia de Maastrich constituyó un hito en este sentido, en tanto sentó las bases no sólo de la unión monetaria y económica, sino de la coordinación legislativa (principio de subsidiariedad) y las bases de una política común en materia industrial. Pero si la burguesía europea quiere mantener sus posiciones, la UE debe desempeñarse como un actor global competitivo de EE.UU. (cuyo PBI supera en un 20% el de la futura UE27), y esto no parece posible sin un mecanismo viable de toma de decisiones (para las de mayor importancia sigue rigiendo la unanimidad) y una política exterior común y vinculante.

¿Cuales fueron las razones puntuales del fracaso en la aprobación del proyecto constitucional? Ante todo, la intención de imponer, para 2009, un mecanismo de toma de decisiones en el Consejo de Ministros denominado de “doble mayoría”, según el cual toda decisión adoptada en este cuerpo debe contar con el voto de al menos un 50% de los estados miembros, que representen a la vez al menos un 60% de la población del bloque. Este mecanismo favorece evidentemente a los estados más poblados (los “cuatro grandes”, Alemania, Francia, Reino Unido e Italia), y fue rechazado por España y Polonia, que en la cumbre de Niza habían logrado un número de votos (27) en este cuerpo apenas inferior al de los “grandes” (29 cada uno). En ese momento, el desacuerdo entre Alemania y Francia por la Política Agraria Común hizo a España y Polonia aliados coyunturales de los franceses. Actualmente, París y Berlín trabajan en conjunto para recuperar el terreno perdido. La reducción de comisionados en la Comisión Europea, que impulsan Alemania, Francia e Italia, también es motivo de discrepancias: se pretende reducir el número de 20 a 15, de manera que los 10 países a incorporarse en 2004 tendrían voz pero no voto.

Detrás de estos conflictos aparentemente de forma se encuentra una cuestión vital para las burguesías nacionales de los estados “líderes” de la UE: la capacidad de subordinar a sus propios intereses los de las naciones más débiles. Esta claro que lo que se busca “integrar” son economías y aparatos estatales con un peso y fuerza relativa muy variados. Alemania, segundo exportador mundial, es algo así como la “locomotora” de la reactivación europea; Francia y Reino Unido son las únicas naciones del bloque con status de potencia militar. Es por estas razones que la construcción de la UE como ente político, lo que requeriría el reforzar los poderes de las instituciones más “supranacionales” del bloque (la Comisión y el Parlamento), resulta tan difícil. Que el conflicto central se dé en torno a la composición del Consejo de Ministros (en realidad compuesto por varios consejos de distintas áreas) no es casual: esta institución es aquella en la cual expresan sus intereses las burguesías nacionales a través de su elenco gobernante. Posee poder último de decisión y establece la competencia de ejecución de los dictámenes de la Comisión Europea, que junto al Parlamento constituyen respectivamente el ejecutivo y el legislativo comunitarios. Es en el Consejo de Ministros en donde los lobbies y los “criterios nacionales” operan más abiertamente. Para muestra, bastan dos ejemplos recientes. A fines de noviembre, el ECOFIN (Consejo de Ministros de Finanzas), rechazó los procedimientos de sanciones de la Comisión a Francia y Alemania, por el incumplimiento por tercer año consecutivo del PEC. La decisión es escandalosa ya que en el pasado se castigó a países menores, como Irlanda y Portugal, por las mismas razones. El presidente de la Comisión, Romano Prodi, amenazó con recurrir al Tribunal de Justicia de la UE, mientras el comisario de Comercio, Pedro Solbes, acusó al ministro de economía alemán de “estar aprendiendo a hacer lobby” (LF 26/11), mientras el ministro italiano Giulio Tremonti manifestaba que la decisión se validaba en que en ella participaron “los países que suman el 80% del PBI de la UE12” (CL 26/11), aludiendo a la componenda entre Francia, Alemania e Italia. Dos días después, el Consejo frenó un proyecto de regulación corporativa impulsado por el comisionado de Mercado Interno de la Comisión, Frits Bolkestein, que otorgaba mayores poderes a los accionistas de las empresas europeas. Según la BBC (28/11) resultó decisivo el lobby hecho en contra por la alemana Volkswagen y la sueca Ericsson.

El fracaso del proyecto constitucional fue seguido de críticas a la incompetencia de la presidencia italiana del bloque y arrogantes insinuaciones, por parte de Chirac y Schroeder, de que españoles y polacos arrastraban en realidad una rémora de “atrasos culturales”. Pero la demostración de que el PEC puede ajustarse a las necesidades políticas de los gobiernos líderes de la Unión, seguramente impulsó a los gobiernos de España y Polonia (que cultivan además una “relación especial” con EE.UU.) a resistir hasta donde puedan la avanzada de los grandes sobre las instituciones claves de la UE. Al término de la reunión del ECOFIN que “perdonó” a franceses y alemanes, el presidente español Aznar expresó: “Los acuerdos deben ser iguales para todos (...) Si la suspensión de la aplicación de un tratado puede ser decidida en el Consejo de Ministros, imagínense la importancia de las discusiones en la Conferencia Intergubernamental sobre el sistema de voto de "mayoría cualificada" en el Consejo Europeo” (LF 26/11).

Regionalización y militarización

Irak

Como señalamos en la introducción, la independencia energética cumple un rol vital en la estructura productiva mundial. En particular, la importancia de contar con fuentes de abastecimiento seguras de energía son vitales para el transporte y para la producción industrial. El rol del petróleo en ambos es esencial, ya sea directamente (transportes basados en combustibles y producción petroquímica -polímeros y plásticos, insumos indispensables para la mayoría de las industrias-) o indirectamente (la producción de energía, para mover el resto de los transportes y todo el aparato productivo). “Las petroleras chinas, que están rezagadas frente a los gigantes de EE.UU. y Europa, están teniendo problemas para obtener grandes concesiones petroleras en el exterior. China está particularmente expuesta en Medio Oriente ... la energía china cada vez depende más de las flotas estadounidenses que custodian los envíos petroleros ... la seguridad energética ha sido la pasión de las autoridades económicas chinas durante años” (WSJA 3/12). Esa afirmación, sin eufemismos, implica generar condiciones para conseguir dicho objetivo. Presupone abordar dos aspectos inseparables en el desarrollo, pero forzosamente disgregables en su análisis: por un lado, el necesario aspecto “técnico-económico” (las condiciones naturales y el trabajo aplicado sobre ellas) y, por el otro, el “político-social” (la organización social que permite, estimula o frena el desarrollo sobre el primero). En la intervención en Irak, cuyo principal aunque no única motivación fue el control político-económico de las segundas reservas mundiales de petróleo, se le presentan problemas crecientes a EE.UU. alrededor de estos dos aspectos.

En la cuestión política (que engloba el militar, pues es el grado más exacerbado de las disputas políticas) EE.UU. comprueba permanentemente las distancias entre los deseos, materializados en elocuente retórica, y la realidad, cada vez mas rebelde. La captura de Saddam Hussein (o de alguno de sus dobles) fue presentada como un éxito militar y de inteligencia. También lo fue para el pueblo iraquí, únicamente que la condición que posibilitó llegar al depuesto dictador fue la debilidad de sus propias filas. Más allá de que hayan actuado bajo tortura, delatores del círculo íntimo de Hussein permitieron su captura. En definitiva, también esa forma constituye un “buen trabajo” de inteligencia, que no repara en medios sino en fines y se basa en el antiguo principio de “divide y reinarás”. 

El mismo principio utiliza para el resto de las iniciativas políticas, aunque el éxito de las mismas depende, con frecuencia, del grado en que la suerte del divisor (EE.UU.) esté atada con la de los divididos (comunidad internacional e Irak). Al interior de Irak, la división atrajo hacia EE.UU. una parte reducida y de poco peso político y social. Las recientes iniciativas políticas (elecciones indirectas para un gobierno provisional que sancione una constitución para luego proceder a realizar elecciones generales en base a ella) cuentan con el apoyo del nativo Consejo de Gobierno de Irak en general. Aunque el apoyo tiene serias fisuras, pues no todos los 25 miembros del mismo cuentan con una base política que les otorgue algún lugar en el gobierno (por ejemplo, algunos son exiliados desde la niñez, ignotos para una elección indirecta centrada en tribus, regiones, etnias o facciones religiosas). Gran parte de la mayoría chiíta del país, rechaza la iniciativa. Más allá de las facciones abiertamente militantes contra la ocupación (nucleadas alrededor del clérigo Moqtada Sadr), el mayor grupo colaboracionista (representada por el ayatollah Ali Sistani) rechaza abiertamente la iniciativa norteamericana. Promueve, en cambio, una elección general para junio de 2004 que se basa en el proyecto del director de la oficina censal del país, que señaló la posibilidad de conformar un padrón general para esa fecha. Obviamente, EE.UU. se apresuró a rechazar el proyecto, tildándolo de irrealizable. De cualquier forma, ambos proyectos se encuentran en suspenso, el primero, por la falta de legitimidad evidente al no contar con la participación de la mayoría chiíta; el segundo, por carecer de una correlación de fuerzas favorable para imponerse.

En el contexto mundial, en cambio, la necesidad mutua impone el ritmo de los acontecimientos. Luego de celebrarse en EE.UU. una conferencia de negocios sobre la reconstrucción iraquí, el Pentágono seleccionó los países 61 (más Irak y EE.UU.) que pueden participar en los contratos directos (el resto sólo puede actuar como subcontratistas, lo cuál deja en manos de las empresas y los capitales involucrados las posibilidades de participación). En el listado quedaron fuera, entre otros Rusia, Francia, Alemania, China, Canadá y México quienes, en distintos grados y por distintos medios, se opusieron al ataque. Paralelamente, el encargado de renegociar la deuda externa iraquí designado por el presidente Bush, James Baker, solicitó a los países acreedores una condonación total de la misma. Apresuradamente, y con cierta dosis de retórica malintencionada, Alemania y Francia accedieron al pedido. Siendo miembros de uno de los acreedores más importantes, el Club de París, anunciaron que estudiaran los montos y los procedimientos para lleva a cabo la condonación, reducción y refinanciación. Por lo pronto, es presumible que la celebración del acuerdo se realice con autoridades iraquíes “legalmente” establecidas, con lo cuál se dilatará en el tiempo de hecho.

Todas estas vicisitudes agregan una carga mayor a los costos de reconstrucción, en momentos en que la producción de petróleo iraquí experimenta duros desafíos. Además de los sabotajes permanentes a instalaciones y de la destrucción derivada de la propia guerra, en el segundo aspecto (técnico-económico) la riqueza y posibilidades de las reservas petroleras están siendo puestas en tela de juicio por los expertos del sector. “Al tiempo que la administración Bush gasta millones de dólares en reparar la infraestructura, no ha considerado los serios problemas con el subsuelo iraquí, que expertos norteamericanos e iraquíes puede limitar severamente la cantidad de petróleo extraíble ... expertos de las Naciones Unidas descubrió que algunas reservas en el sur de Irak pueden tener retornos de entre 15% y 25% del total que contiene el yacimiento, comparado con un promedio para la industria de entre el 35% y 60% ... un ejecutivo americano manifestó que ingenieros iraquíes que ahora esperan un retorno de 9% para Kirkuk (norte) y 12% para Rumaila (sur) sin la tecnología más moderna ... en Kirkuk se encuentran reinyectando crudo para mantener la producción ... introducir entre 150.000 y 250.000 barriles por día ... significan graves problemas con las reservas, que aún no ha sido abordado por EE.UU. por cuestiones políticas” (NYT 30/11).

Las implicancias de la situación, se hacen sentir de forma contradictoria en los distintos niveles. A nivel general, seguramente significarán una puja incrementada sobre las regiones con reservas explotables económicamente, a la vez que el precio tenderá a mantenerse alto (por la combinación de las implicancias geopolíticas antedichas y la decisión de mantener precios que hagan rentables las explotaciones más costosas por parte de productores globales). A nivel de la rama energética, la tendencia a la concentración y centralización alcanzará mayores posibilidades, sobre todo integrando distintas producciones industriales conexas que actúan como insumos y servicios de transporte posteriores a la extracción. Esto es posible debido al peso que el componente energético representará a nivel global en la producción de todas las mercaderías y servicios. A nivel empresa, revitalizará las conexiones políticas en el comportamiento y las decisiones empresarias, pues eso determinará ganadores y perdedores. El ejemplo de la actuación de Halliburton en Irak es una clara muestra de ello. “Una investigación del Pentágono encontró evidencia de que una subsidiaria de Halliburton Co. sobrefacturó al gobierno por 61 millones de dólares en combustible a Irak bajo uno de los contratos no licitados ... el gobierno abona 2,64 dólares por galón importado desde Kuwait, más del doble de lo que se paga en el mercado” (NYT 12/12).
Comando militar europeo

En la cumbre de Bruselas se aprobó lo que puede considerarse el embrión de una fuerza militar específicamente europea: los 25 países que conformarán la Unión en 2004 acordaron un compromiso de defensa mutuo y la instalación de un cuartel permanente de la UE en Bruselas. El papel clave en las negociaciones lo cumplió Reino Unido: el proyecto se consensuó en Nápoles a fines de noviembre entre los cancilleres de este país, Alemania y Francia. Blair logró forzar una posición intermedia entre los partidarios de un estado mayor europeo autónomo (el llamado G4: Francia, Alemania, Bélgica y Luxemburgo –ver Análisis de la 1ra quincena de mayo), y los “atlantistas” a ultranza (especialmente los propios conservadores británicos) partidarios de la subordinación total a la OTAN. Si bien el cuartel de Bruselas, se supone, funcionaría en articulación con la OTAN, de hecho el acuerdo faculta a los europeos a intervenir como bloque y por su propia cuenta más allá de sus fronteras. El compromiso de defensa mutuo, además, discrimina a los miembros de la OTAN no integrados a la UE (Noruega, Islandia, Turquía), lo que contradice explícitas recomendaciones de Washington. Si bien el gobierno norteamericano se mostró cauto con la iniciativa, el Secretario General de la OTAN, Lord Robertson, opinó que se trataba de “una duplicación inútil de funciones en el seno de la organización (...) los cuarteles generales nacionales de Postdam, París y Londres alcanzan” (LF 13/12), doblemente molesto porque, a excepción de Holanda, los demás miembros europeos de la OTAN se negaron a sumar recursos y hombres en Afganistán.

La gradual orientación “europeísta” del gobierno británico (hace apenas seis meses Blair calificaba al proyecto del G4 de “desestabilizador” y a Chirac de “poner a Europa contra América” - LF 12/12) es interpretada en relación con los roces crecientes que sostiene con la administración norteamericana por la intervención en Irak. Pero también puede ser un medio de poner en juego el liderazgo militar británico para sintonizar la estrategia de defensa de la UE con la hipótesis del “enemigo difuso” (fundamentalismo, narcoterrorismo). De hecho, el ministro de Defensa británico, Geoff Hoon, acaba de anunciar una serie de reformas militares en su país, de acuerdo con la doctrina del secretario de Defensa norteamericano, Donald Rumsfeld, que propone unas fuerzas “modernas, de alta tecnología, flexibles y rápidas, de equipos ligeros y móviles para responder a un mundo cambiante y a las amenazas terroristas por parte de los estados crápulas” (LF 13/12). Según Hoon, “las fuerzas armadas deben estar preparadas para múltiples aunque pequeñas operaciones en remotos lugares, más que para grandes conflagraciones” (TE 4/12). El comisionado de Política Exterior y Seguridad Común de la UE, Javier Solana, ex Secretario General de la OTAN, aporta un ejemplo en esta dirección: “El 90% de la heroína vendida en Europa proviene de Afganistán vía los Balcanes. Es por lo tanto en el extranjero donde se sitúa nuestra primera línea de defensa. Esta es una de las razones por las cuales Europa requiere de los recursos necesarios para el despliegue de fuerzas en Afganistán o los Balcanes” (LF 13/12). ¿Europa se prepara para sus propias “guerras preventivas”?

América Latina

La resolución de la cumbre de Miami posibilitó que cada país o región impulse y aplique diferentes medidas para la consecución de sus objetivos económicos. Ni Brasil ni EE.UU. (pero sobre todo este último) habían podido imponer sus condiciones de manera unilateral. Pero todos habían coincidido en algo: el proceso de integración se tenía que llevar adelante; y es que esta se produce por la necesidad de la burguesía (sea cuál sea) de conquistar nuevos mercados. A partir de esto, se estuvieron realizando diferentes movimientos para acceder a la mayor cantidad de mercados posibles y lograr acuerdos para encarar las futuras negociaciones. En este mes se llevaron a cabo dos de importancia: el Tratado de Libre Comercio de América Central (CAFTA, por sus siglas en Inglés) entre EE.UU. y los países centroamericanos más la República Dominicana (a último momento se retiró Costa Rica); y el emprendido entre el Mercosur y la Comunidad Andina de Naciones (CAN) junto con la redefinición dentro del propio espacio del Mercosur. Dentro de este último hay que sumarle el proyecto de Brasil dentro del G-20 acompañado por Argentina. Todos los países intentan llegar a la próxima reunión (en Puebla en febrero del 2004) lo mejor parado posible.

Pero las cosas no están siendo tan fáciles como se pensaba: en EE.UU., el avance del ALCA y la eliminación de las barreras comerciales se dificulta por la presión de los congresistas norteamericanos sobre el presidente Bush y la aproximación de las elecciones; en el resto del continente, el movimiento social soporta cada vez menos las medidas neoliberales, como así también cualquier estrategia económica que suponga una destrucción parcial del aparato productivo o que no priorice las demandas sociales. De esta manera, el proceso de integración regional está chocando con una oposición que se traduce en la mayoría de los países como inestabilidad política y falta de gobernabilidad. Dicha inestabilidad ya se puede tomar como una regularidad de la situación latinoamericana. Veamos la situación por partes.

Regionalización

EE.UU. y los TLC

En la declaración de Miami tras el encuentro sobre los pasos a seguir hacia el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), se había alcanzado este punto: "Los ministros reconocen que los países pueden asumir diferentes niveles de compromiso. Además, las negociaciones deberían permitir que los países que así lo decidan, acuerden dentro del ALCA, obligaciones y beneficios adicionales". 

Esto permitió que Brasil y otros miembros del Mercosur se retiren de las negociaciones sobre inversión, propiedad intelectual, procuración gubernamental, servicios, políticas competitivas y otras áreas que no desean liberalizar. Al mismo tiempo, permitirá que EE.UU. continúe sus políticas de subsidio masivo a su agricultura al no entrar a negociar este rubro. Esto se llamó ALCA ligth o ALCA a la carta (véase Análisis de Coyuntura anterior). 

En este marco EE.UU. sigue avanzando en el proceso de apertura de los mercados mediante la implementación de tratados bilaterales de libre comercio o TLC. No al ritmo que desea, pero avanzando al fin: el representante comercial de EE.UU., Zoellick, reconoció que: la intención de Washington al avanzar en acuerdos regionales de libre comercio (TLC) con países latinoamericanos es hacer inevitable la celebración de un acuerdo continental (LJdM 18/12). De esta manera la proliferación de los TLC es una estrategia propia de los sectores de la burguesía norteamericana para ahogar la estrategia brasileña y del Mercosur. Lo que no niega las implicancias prácticas que mencionamos arriba (página 3).

Así, EE.UU. firmó un acuerdo con Guatemala, Honduras, El Salvador y Nicaragua, sumándose posteriormente República Dominicana. El acuerdo generó un repudio generalizado de los movimientos sociales de dichos países (sindicales, campesinos, universitarios, etc.) planteando que aumentará en forma sideral la desocupación en las áreas rurales –sector clave en el empleo de la mano de obra– y la casi total destrucción de las débiles economías centroamericanas. Costa Rica decidió retirarse temporalmente, ya que su gobierno rechaza la presión norteamericana para liberalizar los sectores de telecomunicaciones y seguros; según el portavoz de EE.UU., Richard Mills, este país ''sigue estando interesado en integrar a Costa Rica'' al TLC, pero recordó que el país ''tiene un monopolio en telecomunicaciones y seguros'' y ''esos temas deberán ser enfrentados'' (LJdM 17/12, ver también Análisis de Coyunura N° 41). Y ya hay otros candidatos a firmar TLC  con EE.UU.: Perú, Ecuador y Bolivia.

Cumbre de presidentes del Mercosur. Hacia el afianzamiento del bloque regional. 

La cumbre, realizada en Montevideo los días 14 y 15 de diciembre, arrojó tres sucesos particulares que, dentro del esquema regional, entendemos que contribuyen a la construcción de fuerza política en la región. Primero, un  hecho formal: el ex primer mandatario argentino, Eduardo Duhalde se convirtió en “presidente en representación permanente del Mercosur”. Quizá es una pura cuestión protocolar, pero recordemos que Duhalde mantienen excelentes relaciones con Lula, que puede ser una perso de consensuar en las no siempre armónicas relaciones entre Argentina y Brasil; y que puede, además, con su dedicación exclusiva a dicha función, contribuir a solidificar las relaciones con otros bloques e intentar agrandar el mismo. 

De eso –agrandar el bloque– trata el segundo hecho de importancia: la incorporación de Perú al Mercosur en carácter de “Estado Asociado” (como lo son Bolivia y Chile desde mediados de la década del ’90). Ese carácter implica que Perú puede seguir realizando acuerdos bilaterales de libre comercio por fuera del bloque, en concreto, para mantener algunas políticas de acercamiento a EE.UU. –con quien está por negociar un TLC– que se distancian de las estrategias de los socios mayoritarios del Mercosur, Brasil y Argentina. Pero, por otro lado, a estos dos últimos les sirve agrandar el bloque regional –aunque más no sea en carácter de Estado Asociado– para seguir sumando fuerza en las negociaciones frente al ALCA. En definitiva, conveniencia para ambos, para los sectores exportadores peruanos y para el bloque regional. Y políticamente, el ingreso de Perú al Mercosur confirma algo que ya adelantamos en este Análisis, y es el desplazamiento de la “vía Venezuela” para el afianzamiento político de la región: la búsqueda de nuevos aliados más “moderados”, paso a paso, “representa un cambio táctico en las estrategias de las dos principales economías sudamericanas, Argentina y Brasil, de atraer nuevos socios al bloque”(C 15/12). 

La tercera cuestión a destacar es la discusión sobre la integración del espacio económico de los cuatro socios fundadores –Brasil, Argentina, Uruguay y Paraguay. A partir de enero de 2006 se daría la eliminación de las aduanas para el comercio de bienes entre los países, la liberalización de los servicios, y la coordinación de las políticas macroeconómicas. Así, intentan sellar acuerdos de apertura regional al menos antes de que se negocien estos asuntos en el ALCA; de esta forma, el bloque iría con una política regional más firme, por ejemplo en el tema liberalización de servicios. 

Por otro lado, en la Cumbre se reunieron los cuatro cancilleres para profundizar la política de relaciones internaciones del bloque, específicamente con la Unión Europea. No fue casual la presencia de Pascal Lamy, representante de comercio de la UE, que se entrevistó con los cancilleres buscando sellar acuerdos. Así, como desde hace un tiempo, desde el Mercosur se cumple con un viejo lema de la política: hacerse amigos de los enemigos de sus enemigos; es decir, en este caso buscar aliarse con la UE en pleno proceso de discusión del ALCA, lo que muestra la intención de seguir avanzando en la construcción de relaciones de fuerza política que permitan aquella “negociación en buenos términos” en torno a la implementación del ALCA y en las relaciones con EE.UU. desde esta parte de la región latinoamericana. En este sentido, dos hechos ayudan a entender esta situación, ambos protagonizados por Brasil. 

Uno es su postura como conductor del G20 y las negociaciones que se entablaron entre este grupo y la UE por los subsidios agrícolas. Los europeos argumentan que sus posiciones en la OMC son negociadoras y flexibles, y que no fueron muy escuchadas en la fallida cumbre de Cancún. Así es que, de visita en la Cumbre de Montevideo, Pascal Lamy también estuvo en Brasilia reunido con Celso Amorín, el canciller brasileño que comanda las negociaciones del G20, para intentar aunar posturas que puedan ser llevadas a la OMC. 

El otro hecho a destacar, en la búsqueda de construir fuerza política, fue la propuesta de Lula de conformar un “bloque árabe-latinamericano”. En palabras del primer mandatario, “Brasil actúa para que se cree un bloque árabe-latinoamericano, aliado con los países del tercer mundo, para tratar de igual a igual a los países del norte y, en particular, a EE.UU.”(APF 5/12). La propuesta la hizo durante su gira por los países árabes frente al parlamento libanés, que lo ovacionó. Demás está decir lo que puede irritar este acercamiento de Brasil y de América Latina con los países árabes del Medio Oriente para las relaciones con EEUU y el ALCA. Aunque dicho acercamiento parece ser una expresión de deseos políticos (que le conviene tanto a Brasil como al Líbano, en este caso) más que de intereses económicos concretos; como los que sí tiene Brasil por ejemplo con China, el tercer comprador de sus exportaciones.

Situación política

La abierta pelea por los mercados y la crisis que sacude las distintas economías latinoamericanas, repercuten en los partidos y alianzas gobernantes. Si bien hay factores particulares que pueden desencadenar las crisis políticas en la región, todas se asientan en un trasfondo de inestabilidad económica, y aquellos países que mantienen datos macroeconómicos aceptables para los organismos internacionales lo hacen a costa del malestar popular: la aplicación de las medidas que posibilitan dichos indicadores genera ese rechazo. Así, se puede afirmar que la crisis política se manifiesta en la región como una regularidad, y dicha regularidad se hace más palpable cuando los gobiernos son más afines a las políticas dictadas por los organismos internacionales (FMI, BM o BID). Dividamos en tres partes el análisis, correspondiendo cada parte a un bloque regional. 

Empecemos por la Comunidad Andina de Naciones (CAN). Los países que la integran están atravesando una delicada situación. En Ecuador, el presidente Lucio Gutiérrez es acusado de haber recibido  dinero del narcotráfico en su campaña electoral. Más importante, la alianza que lo llevo al poder se deshizo cuando la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), y su brazo político, el Partido Pachacutik, abandonaron en junio su pacto de co-gobierno iniciando una fuerte oposición parlamentaria. El presidente de la CONAIE, Leónidas Iza, anunció “hemos pedido la revocatoria del mandato” (LN 3/12), pensando que la constitución no contempla esa posibilidad, ratificó la intención de realizar un levantamiento (bloqueo de carreteras y toma de ciudades). La fractura se debió a que el movimiento indígena rechazó las medidas adoptadas por Gutiérrez, por neoliberales y contrarias a las promesas de su campaña.

A su vez, el gobierno ecuatoriano enfrenta la profundización de la lucha gremial docente, que tras un paro de 35 días, continuó con una huelga de hambre llevada a cabo por 500 maestros en representación de los 120.000 docentes nucleados en la Unión Nacional de Educadores (UNE), que exigen que se cumpla con el aumento de 10 dólares aprobado en junio por la legislación laboral. También los trabajadores de la salud reclamaron por su salario, con un paro de 48 horas. Frente al "narcoescándalo" y a las exigencias de renuncia del movimiento indígena, el primer mandatario reorganizó su gabinete, cambiando 7 de sus 15 miembros. La reestructuración del gabinete no afectó al ministro de Economía, un tecnócrata con prestigio en Wall Street, pero, en cambio, sí al ministerio de Gobierno, a las secretarías de Bienestar Social, Educación, Salud, Trabajo, Turismo y Vivienda, en las que fueron designados políticos de vieja data y empresarios, algunos de los cuales tienen fuertes nexos con movimientos de centro derecha (LJdM 9/12). La meta central es recomponer las relaciones con el congreso unicameral, que debe legitimar las reformas acordadas con el FMI. Quizá esto explica el apoyo de Otto Reich, el enviado de la Casa Blanca, quien en Quito dijo: “apoyaremos la democracia”.

En cuanto a cambios de gabinete, Perú bate récords. Producto de una de las mayores crisis económicas, a pesar de que su PBI haya crecido 3,5%, y con un nivel de popularidad que alcanza su mínimo histórico (15%), el presidente Toledo emprende todo tipo de reformas en el gabinete. Acorralado por el FMI para realizar reformas estructurales, el gobierno es incapaz de aplicarlas debido al malestar popular (recordemos las movilizaciones de mayo de este año, que involucraron a maestros, campesinos, estudiantes y trabajadores de la salud y del Poder Judicial). Lo cierto es que Toledo modificó su gabinete echando a varios acusados de corrupción y tráfico de influencias, pero algunos de los reemplazantes dejaron su cargo un par de días después, al ser a su vez acusados por parte de su propio partido por irregularidades en la función pública antes de asumir el cargo (ejemplo de ello fue la ministra de la Mujer y Desarrollo social).

En Colombia, a pesar del apoyo norteamericano tanto económico como militar para destruir a la guerrilla, el gobierno de Uribe se encuentra cada vez con mayores dificultades. Su intento de reformar la constitución –que le permitiría la reelección y aplicar un programa de ajuste fiscal–, fue rechazado por la mayoría de la población, y, por si fuera poco, ganó la alcaldía de Bogotá, el Polo Democrático Independiente, integrado por ex guerrilleros, indígenas e intelectuales de izquierda (Ver Análisis de Coyuntura n°41). Parte de sus ministros renunciaron hace apenas unos meses, sobre todo aquellos que tenían cargos relacionados con el aparato de defensa (ministerio del interior, el jefe del ejército, el jefe de la policía, etc.)

A su vez, en un intento de aislar a los grupos guerrilleros FARC y ELN, el gobierno empezó, por un lado, la desmovilización de pequeños grupos de paramilitares ofreciendo garantías jurídicas (libertad condicional), atención psicológica, educación, y capacitación laboral, para reinsertar socialmente a las milicias de derecha, que desde la década del ’80 apuntan a la eliminación de las guerrillas colombianas en su avance sobre la propiedad de terratenientes y narcotraficantes. Durante la década del noventa han crecido lo suficiente como para ser responsables del 80% de los asesinatos ocurridos en Colombia en 1998 y 1999. Por otro lado, se evidencia el avance de una legislación represiva, como la aprobación en el Congreso de un estatuto antiterrorista que otorga facultades especiales a los militares, como interceptar comunicaciones y hacer arrestos sin orden judicial. Además, facultan a la fiscalía para otorgar funciones de policía judicial a miembros de las fuerzas militares. “Esta decisión podría ser desastrosa para los derechos humanos en Colombia”(LN 12/12), explicó Eric Olson de Amnesty Internacional. 

Veamos cómo está la situación política en los países que integran el Mercosur.

En Uruguay es donde más se puede apreciar los avatares de mapa político latinoamericano, donde más se ve a “los mercados” haciendo fuerza para un lado y a los pueblos para otro. El referéndum obligatorio del domingo 7 de diciembre, que decidía sobre los destinos de la petrolera estatal ANCAP, terminó de debilitar al gobierno de Jorge Batlle –que tiene una imagen positiva de apenas 18%–, y consolidó las posibilidades del opositor centroizquierdista Frente Amplio de llegar con mayores intenciones de voto para las elecciones presidenciales del año 2004. Todas las encuestas postulan a Tabaré Vázquez como el candidato no sólo con mayor intención de voto (alrededor del 50%), sino directamente como el próximo presidente del Uruguay. Pero veamos qué expresó la población en el plebiscito.

Se consultó la posible derogación de la ley 17.448 (“ley ANCAP”), sancionada entre diciembre del 2001 y enero del 2002, que habilitaba a que “otras empresas se asocien a ANCAP para importar, exportar y refinar petróleo en crudo y sus derivados, monopolio que posee la petrolera estatal desde 1931”. ANCAP es la empresa más importante del país, con una facturación de 1.000 millones de dólares anuales. Cuando el poder ejecutivo quiso implementar la ley, los trabajadores de la empresa y el Frente Amplio, entendieron que la puesta en marcha de la ley era un camino abierto a la privatización de la petrolera. Que se apuntaba en esa dirección –por más que la ley no hablara de “venta” sino de “asociación”– lo indicaba el que la empresa española Repsol figurase “en la lista de los que manifiestan su interés en asociarse” (C 7/12). Así, el sindicato de trabajadores de la empresa estatal juntó el 25% de las firmas del padrón electoral, lo  que obliga al gobierno a realizar un plebiscito de carácter obligatorio consultando si debe derogar o no la ley. El gobierno, y los dos partidos políticos tradicionales que lo sostienen (colorados y blancos), salieron en defensa de la misma y llamaron a votar en contra de la derogación, con el argumento de que había que terminar con el monopolio del estado y permitir inversiones extranjeras (Uruguay es el país con menor inversión extranjera de toda América Latina) para generar puestos de trabajo, como así también atraer inversión tecnológica que le permita a la petrolera competir a escala regional. Además, otro de los argumentos en contra de la derogación es que, a partir del año 2006, regirá el acuerdo de liberalización de servicios en el Mercosur, y que el estado uruguayo siga teniendo el monopolio en esa área puede ser visto como contradictorio. Pero el 62,2% de los habilitados a votar entendieron, por el contrario, que la apertura de ANCAP a capitales privados era una apertura de la economía, como las que habían imperado durante la década del ‘90 en toda la región. Esto confirma lo que dicen algunas encuestas: en Uruguay y Argentina las empresas de servicios públicos privatizadas tienen la peor imagen, con la diferencia de que en Argentina sí hubo privatizaciones y, en Uruguay, sólo se privatizó el agua en el distrito de Maldonado. 

Por otro lado, los resultados han sido evaluados por toda la prensa y las fuerzas políticas, y parecen coincidir con lo planteado aquí para el resto de la región: el modelo de los ’90 está agotado en cuanto a sus expresiones políticas. Es cierto que las salidas que emergen no son del todo claras, es más, generalmente son de lo más contradictorias (el ejemplo de ello es Brasil), pero hay cosas que ya no se permiten. En Uruguay no se echó a un presidente, como en otros países de América del Sur, sino que se le impidió aplicar una ley que expresaba los intereses de sectores concentrados que necesitan hacer negocios. El resultado del referéndum mostró dos situaciones: por un lado, el debilitamiento del gobierno de Batlle y la consolidación de Tabaré Vázquez y el Frente Amplio como principales receptores del descontento con el gobierno; por otro lado, el voto castigo contra el gobierno fue la expresión de otra tendencia, “que crece en los países de la zona, y es el rechazo al modelo neoliberal y a los líderes que lo impulsaron, sobre todo en la década pasada. El ‘caso argentino’ fue un modelo en el que se miraron los vecinos. Así, los uruguayos, golpeados por un 20% de desocupación, caída del PBI y una creciente inflación, emitieron un voto castigo contra las políticas económicas y sociales de los últimos tiempos”(C 8/12). 

En Brasil, como hemos sostenido aquí, en un sentido, el gobierno de Lula fue expresión del corrimiento del modelo de los ’90, por lo menos desde el punto de vista regional. Pero también, en otro sentido –y el más evidente últimamente– dijimos que es la expresión de los sectores más concentrados, de la banca internacional y del FMI, a través de políticas de restricción monetaria, altas tasas de interés y fuerte endeudamiento externo. Y otra vez los números lo confirman: la cifra de desocupación llegó oficialmente al 20%, en el tercer trimestre la economía se achicó 1,5% con respecto a igual trimestre año anterior, y la caída del ingreso medio del trabajador es del 15,2% con respecto al año pasado. A pesar del superávit fiscal por el crecimiento de las exportaciones y el recorte de gastos sociales, no se logran pagar los intereses de la deuda y así se recurre nuevamente a refinanciaciones con el FMI, que permitan cumplir con el acuerdo de superávit anual del 4,25% (C y LN 29/11). El ministro de hacienda Antonio Palocci es optimista a pesar de los números, porque esta situación permitió controlar la inflación y bajar el riesgo país de 2500 puntos a 500 en apenas 9 meses “y esto significaría que se llegó al fondo del pozo y ahora empieza la etapa de ascensión” (C 29/11). Pero esta política restrictiva volvió a enfrentar a Lula con el vicepresidente José Alencar (dueño de la mayor empresa textil de América Latina, Contemax) que cuestionó la “excesiva ortodoxia” y “le pidió coraje para romper con los consejos de los bancos” (LN 3/12). 

El problema es que este rumbo de la economía expresado en esa rara alianza entre Lula, el PT, y los sectores más concentrados ocasionó otros tambaleos en la esfera política. Difícil es su interpretación, porque el gobierno de Lula es el reflejo buscado por todas las oposiciones latinoamericanas a los gobiernos de los ’90, pero en los hechos se distancia poco de aquellos gobiernos. La crisis al interior del PT y la definitiva expulsión de los cuatro legisladores “rebeldes” no es algo menor como para entender la dirección del gobierno. La media sanción de la ley de reforma previsional por parte de la cámara de senadores, en los primeros días de diciembre, arrojó dos hechos políticos de suma importancia: por un lado, el triunfo político de un gobierno que en nueve meses consigue una reforma previsional que Fernando Henrique Cardoso no pudo implementar en ocho años de gobierno, por otro lado, como mencionamos, la crisis al interior del PT. Crisis por la expulsión de los legisladores y también por la deserción de todo el arco intelectual del partido y su denuncia de la política económica y las expulsiones. La reforma previsional fue una de las imposiciones del FMI en el acuerdo que realizó el gobierno de Lula cuando éste accedió a Casa de Gobierno. Y cumplieron esa exigencia al pie de la letra, rompiendo con un sector de su partido y recibiendo críticas de las más fuertes, contra el rumbo tomado por el gobierno en materia económica y política. Una de las expulsadas, la senadora Helena, fue una de las fundadoras del partido en la región de Alagoas, una de la más pobres del Brasil, e inspiraba mucho respecto al interior del partido y al propio Lula. 

Y la perplejidad como primer reacción: este mismo gobierno intenta solidificar acuerdos políticos regionales para enfrentar la hegemonía norteamericana en América, con un discurso opositor al imperante en los ’90, que se inspiraba en el consenso de Washington; hacia adentro: política económica restrictiva y ley de reforma previsional, ambas casi sobre el libreto de ese consenso. Pero la contradicción es sólo aparente y es propia de la alianza que Lula expresa y que es conducida por un sector de la burguesía brasileña. Y muestra algo que venimos sosteniendo desde este Análisis. Las burguesías “nacionales” latinoamericanas saben que el proceso de integración mundial es inevitable, y que además, sus capitales necesitan dicha integración para reproducirse. Este es un costado de la pelea que están dando, frente a la política hegemónica de EE.UU.. Pero por otro lado, hacia adentro, saben también que sólo podrán sobrevivir en la competencia mundial, si profundizan la flexibilización laboral, es decir, si continúan bajando los costos del trabajo. Y esto, por supuesto, no es otra cosa que mayor grado de explotación. Es la pelea por sostener las ganancias en medio de la compleja crisis de sobreproducción mundial. 

O están con nosotros o están con el enemigo.

Bien podría caber esta frase a aquellos países que no acatan las políticas económicas dictaminadas por EE.UU.  o que buscan otro tipo de integración continental. Estamos hablando de Venezuela y Cuba. Ambos países sufren presiones continuamente y sólo pueden soportarlas gracias al apoyo popular; los dos condenan el ALCA y la integración propuesta por EE.UU..

En Venezuela, en una nueva medición de fuerzas, la oposición y el gobierno realizaron la recolección de firmas con el objetivo de sumar la mayor cantidad para impulsar los referéndum revocatorios. Estos referéndum están estipulados en la Constitución Bolivariana: una vez cumplida la mitad del mandato del presidente y los legisladores, se los pueden revocar, siempre y cuando se recolecte el 20% de las firmas del padrón electoral –equivalente a 2.400.000 firmas. Logrado esto, se pasará a elecciones en las que todos los partidos pueden presentar sus candidatos y en el que el propio presidente se puede presentar.

De esta forma los partidarios del presidente Chávez impulsaron la recolección de firmas para solicitar referéndum revocatorios contra 38 diputados de la oposición. Según el vicepresidente Rangel se han logrado firmar 7.990.000 planillas (66% del padrón) (LJdM 25/11). Por su parte, la oposición aseguró juntar 3.400.000 de firmas para lograr el referéndum revocatorio contra el presidente Chávez (28,3% del padrón). 

Pero la situación no está nada calma: "Podríamos estar frente a un tercer golpe", alertó Rangel. El gobierno de Chávez anunció públicamente que se ha cometido un megafraude ya que la mayoría de las firmas han sido falsificadas. La táctica de la oposición sería anunciar una recolección abrumadora de firmas (un millón por encima del mínimo requerido) para que no quede margen de discusión sobre la validez de las mismas y el referéndum se lleve adelante (LJdM 2/12).

La expresión de Rangel (sobre un posible golpe de estado) se apoya en algunas declaraciones de la oposición y de los medios informativos que estos controlan. El Nacional (uno de los diarios opositores a Chávez en Venezuela) sostiene que el Consejo Nacional Electoral (CNE) debe estar "advertido" de que, si a un ciudadano que ejerce un derecho se le anula su expresión manifestada en la firma, "ello no mata la voluntad que lo llevó a firmar. Negar arbitrariamente un derecho ejercido pacífica y lícitamente es peligroso. Hacerlo en magnitudes tales que las anulaciones lleguen a ser suficientes para revertir el enorme exceso del mínimo requerido es abrir las puertas al derecho a la rebelión". Aún más: "Si el CNE hace lo que no debe hacer y atiende sumisamente el absurdo alegato de megafraude, atiende las sinrazones alegadas y paraliza el proceso, la responsabilidad histórica de lo que suceda caerá sobre sus hombros y el golpe de Estado que con ello se iniciará llevará a la activación de los mecanismos de la Carta Democrática Interamericana"(Stella Calloni para la LJdM 3/12).

Ahora el CNE tiene un mes para dictaminar la validez de las firmas de unos y otros, pero se espera que la situación política se tense en los días venideros; para Rangel: "Tenemos que pasar de la etapa de la denuncia a la etapa probatoria. Vamos a probar todo lo que hemos dicho" (C 21/12). 
El otro país, Cuba, políticamente el que más dolores de cabeza le representó a EE.UU.  en la región, enfrenta nuevas presiones para derribar el gobierno de Fidel Castro. Un mes después de que el gobierno cubano haya logrado un resultado histórico en la Asamblea General de las Naciones Unidas –la mayoría de los países se opusieron a la prolongación del bloqueo, mientras sólo tres la apoyaron: EE.UU., Israel e Islas Marshall–, se ha formado en EE.UU. una Comisión de Ayuda a una Cuba Libre, que tiene como fin acelerar la transición hacia otro tipo de gobierno. El análisis que hacen los políticos norteamericanos es que el gobierno de Cuba se encuentra debilitado por la salud de Castro y por los nuevos casos de corrupción que en el sector turístico, el más importante en la isla. La comisión la integran el secretario de Estado norteamericano, Colin Powell; la consejera nacional Condoleeza Rice, el secretario de comercio, y el de seguridad nacional. El secretario de Estado adjunto para América Latina, Roger Noriega, lo expresó de la siguiente manera: "Creemos que la transición puede ocurrir en cualquier momento y nosotros tenemos que estar preparados para actuar con agilidad y asegurarnos de que los compinches del régimen no tomen el control de los aparatos de seguridad" (LN 6/12). 

Argentina
La pelea por las ganancias

A sólo tres meses de concretar el acuerdo con el gobierno de Néstor Kirchner, el Fondo Monetario Internacional (FMI) abandonó el silencio, para aplicar el poder de la presión y redoblar las exigencias pretéritamente pautadas. A sólo tres meses, dijimos. Ejemplo de la velocidad que le lleva al capital, realizar el circuito de acumulación y concentrarse en menos manos. Tal es el vértigo. Veamos en detalle los momentos de unidad y ruptura, al interior de la clase dominante (burguesía) en torno al reparto de la riqueza producida en el país. 

La unidad.

Quiénes fueron, puntualmente, los distribuidores y receptores de las millonarias coimas en el viciado y desacreditado Senado de la Nación, está aún por saberse. Pero sobran las evidencias que revelan quiénes fueron los responsables y pagadores de semejantes sobornos: todo el conjunto de la burguesía repudió, en público, el hecho delictivo, pero dejando bien en claro que la reforma laboral aprobada durante el gobierno de la Alianza debe ser mantenida (C 16/12). 

Mantenida y profundizada. Así, desde toda entidad del capital, pidieron más. A los reclamos de Pagani (Arcor) y el Banco Mundial, por suspender la doble indemnización (ver Análisis de Coyuntura de Noviembre 2003, p.19) se sumaron las voces de los medianos: Abappra (organización de los bancos públicos y cooperativos), Federación Agraria y la Asociación de Industriales Metalúrgicos, nucleados en la Coordinadora Interempresarial Argentina (Coinar) (C 11/12). También desde Telecom, Volkswagen,  Fíat, la Unión Industrial Argentina, la Cámara de Comercio y la Bolsa de Comercio, se exigió la reducción de las cargas sociales que realiza el empresario por cada empleado contratado. Entre todos, afirmaron que “una reforma laboral es necesaria en la nueva ecuación de costos” (C 15/12).

Reforma o flexibilización laboral, eufemismos que ocultan mal el aumento de la explotación de los trabajadores, acordada por todo el arco capitalista, se presentan como la solución para incorporar al mercado de fuerza de trabajo a los miles de desocupados.

Ante esto, como veremos más adelante, el gobierno responde sin dudar, aunque cuidando los términos y los tiempos de aplicación de las reformas y ajustes salariales, temeroso de un aumento de la conflictividad social. Un claro ejemplo de esto fue la ambigüedad y contradicción en las palabras del ministro Lavagna, quien, disertando en una conferencia organizada por la UIA, afirmó la necesidad de implementar una nueva reforma laboral, pero con “sentido social” (C 4/12).

Hasta acá, los puntos básicos del acuerdo entre la clase dominante: reducir la participación de los trabajadores en la riqueza nacional.

La ruptura (parte I): El Fondo, el BM, el G-7 y el Tesoro de EE.UU.

Como dijimos al principio, desde el Fondo, volvieron las presiones. Anne Krueger (número dos del FMI) y John Snow (titular del Tesoro norteamericano) coincidieron en que la “Argentina tiene que pagar más” (C 19/12). Elevar los impuestos, reducir el gasto público, aumentar la proporción de la recaudación que se destina al pago de la deuda. Un clásico. Pero detrás del Fondo, también “aprieta” el Grupo de los 7 (países más ricos) en defensa de los intereses de las privatizadas y los acreedores privados del estado argentino. Exigieron: aumento de tarifas inmediato y salida del default, aceptando tan sólo un 30% de quita en el capital adeudado (frente a la quita del 75% propuesta por Lavagna).

Las renegociaciones con acreedores y privatizadas se mantienen empantanadas. No hay, por el momento, punto de fuga. Para el caso de los poseedores de títulos de deuda en default, Roberto Lavagna sigue sosteniendo su política de “no hay apuro” (C 25/11). Mientras tanto, los acreedores suman juicios en el exterior y exigen una revalorización del peso argentino. Según el secretario de finanzas Guillermo Nielsen, los acreedores “quieren que bajemos el valor del dólar a 2,50 [pesos] así la Tesorería puede comprar más divisas para aumentar los pagos al exterior” (C 5/12). 

En el caso de las privatizadas, el gobierno le impone a las empresas un “acta transitoria” (compromisos de inversiones y mejoras del servicio, en los casos del agua y el gas) con valor relativo y a corto plazo. Acá también, las compañías siguen acumulando juicios en el exterior, particularmente en el tribunal arbitral que depende del BM, contra el estado argentino (que, dicho sea de paso, llegan a 27) (C 28/11). El único acto ejemplificador se ejecutó contra el grupo Macri. Primero, el gobierno le quitó la concesión del correo, para luego declarar  a la empresa en quiebra, prohibiendo la salida del país de Franco Macri y otros ejecutivos de primera línea. En este sentido cabe observar que, por un lado, Macri no posee el respaldo ni la fuerza de los capitales imperialistas europeos, que han copado las empresas de servicios, otrora públicos. Por el otro, se repitió hasta el hartazgo que el correo sería reprivatizado en seis meses, abriendo una nueva fuente de negocios que ningún capitalista osará rechazar. 

Con relación al FMI, la presión no fue sólo discursiva: el organismo se negó a enviar 334 millones de dólares a la Argentina que –tal como estaba pautado en el acuerdo de septiembre– serían utilizados para cancelar obligaciones con el mismo Fondo. Tras esta invalidación parcial del tan celebrado "acuerdo", el Estado pagó con rerservas propias, mientras la preocupación aumenta en vista de próximos vencimientos. Se acumula así, un saldo negativo (contando las salidas y entradas de dinero, en la relación con los organismos multilaterales de crédito, desde la firma del acuerdo) por 1.362 millones de dólares (C 20/12).

Estas salidas de divisas, lejos de ser una excepción, confirman la regla que, además, consta en el Presupuesto 2004. El próximo año se destinará al pago de la deuda un 14,5% de todo lo recaudado, en contra del 12,5% dedicado este año (C 27/11).

Como telón de fondo, la voz de Krueger: “Argentina tiene que pagar más”.

La ruptura (parte II): Rocca (Techint) y Pagani (Arcor).

De todas maneras, la relación con el Fondo (es decir, con los capitales imperialistas que el FMI expresa) no es ni tan unilateral, ni tan directa. En la corriente de riqueza que se canaliza hacia los capitales imperialistas, los capitales más fuertes a “nivel” local (internacionalmente débiles) se interponen para obtener la parte de los beneficios que les permite reproducirse. Estos últimos, son los que adhieren a la quita del 75% de la deuda en default y al default mismo, al congelamiento de las tarifas de servicios, a la mínima proporción del PBI enviado al Fondo. Claro que estas pautas, se definen según la relación de fuerzas entre los “bloques”. 

Desde esta relación, se entienden las reiteradas gestiones por la unidad, que intentan Techint y Arcor. 

Techint, el grupo económico más influyente en el gobierno, extiende sus negocios en el país: recibe en bandeja la concesión para la construcción de un gasoducto en la región nordeste (obra que supone una inversión privada y estatal por 1.000 millones de dólares) (C 25/11). Al mismo tiempo, percibe subsidios estatales por los trenes de carga, cuya concesión controla. Por último, el Banco Central, realiza sus demandas, comprando divisas para mantener el nivel de la devaluación (aunque no sólo mantener sino, profundizar, llegando a superar el valor de 1 dólar, los 3 pesos).

Con todo esto, intenta alinear detrás suyo a todo el arco de pequeña burguesía. Fue Techint quien organizó un seminario “Propymes”, en donde participaron 500 pequeños capitalistas (C 18/12). De hecho, un sector de la pequeña burguesía que se nuclea en CAME (Confederación Argentina de la Mediana Empresa) en voz de su titular Osvaldo Cornide, y emulando a Paolo Rocca afirmó: “compartimos los lineamientos generales expuestos por el Gobierno Nacional” (C 18/12).

 Aunque, como ya vimos en el Análisis de Coyuntura n°42 (pág.20), la abierta defensa del libre comercio y el ALCA, que sostiene Techint, contradice los intereses de mediano plazo de la pequeña burguesía; sobre la coyuntura esta fracción débil del capital, defiende la postura gubernamental en su relación con los acreedores y las privatizadas.

En aras de sumar sectores detrás de Techint, el gobierno de Kirchner dispensó subsidios, descuentos al IVA o en peajes, a compañías ferroviarias que transportan pasajeros o cargas (entre ellas ya mencionamos a la controlada por el propio Rocca); a empresas de autotransporte (camiones) nucleadas en Fadeeac; ómnibus; líneas aéreas menores; etc. También, se comprometió al pavimentado de rutas, favoreciendo la circulación interna de las mercancías y eximiendo del gasto a las concesionarias que cobran los peajes. 

Este grado de unidad relativa, permite a Kirchner vociferar públicamente en contra del Fondo, deplorando las presiones externas; y más significativamente, a Lavagna reemplazar al representante argentino ante dicho organismo, con un hombre de su “riñón”. Así tras renunciar Guillermo Zocalli (quien ocupó el estratégico cargo desde el año 1989) desde Economía nombraron a Héctor Torres (C 10/12). 

Pero, todo esto parece no alcanzar. Fue el Presidente de la Nación, Néstor Kirchner quien citó en la Casa de Gobierno a Álvarez Gaiani, titular de la UIA y hombre de Luis Pagani, enemigo interno de Paolo Rocca. Allí, en la misma “Rosada”, Kirchner avanzó en contra de lo que parece una inminente ruptura de la entidad industrial: “Les pido lo imposible para que sigan unidos” (C 3/12). 

Sin embargo, ese mismo día, en torno a la votación de “un convenio de convivencia hasta el 2005” cuando se elija un nuevo presidente en la UIA, los bandos enemistados no votaron y casi terminaron a los golpes (C 3/12). 

Este reiterado fracaso es realmente sintomático. Lo que expresa es la incapacidad de estas fracciones burguesas, débiles frente al imperialismo, de acordar un programa mínimo, de aquí a tan sólo dos años. Tal es el vértigo, como afirmamos al comienzo de esta sección, de la acumulación y la concentración del capital. 

Anexo: La clase obrera no va al paraíso.

Más arriba, dijimos que el gobierno sabe responder  a los intereses de la burguesía en contra de los intereses de los trabajadores. Un ejemplo de ello es la enorme disminución que se operó en el costo laboral, luego de la devaluación. Un estudio elaborado por el Ministerio de Trabajo, demuestra que “el costo laboral en el primer semestre del 2003 es un 53,9% menor que el registrado en 1990 y un 61,7% inferior al registrado en 1993”. A esto agrega que “las contribuciones patronales que pagan los empleadores en la Argentina se encuentran entre las más bajas del mundo” (C 16/12).

Con todo y en contra de la propaganda oficial, en el presupuesto para el año próximo se observa –estimando una inflación del 10%– una reducción de los salarios públicos y las prestaciones de la seguridad social (en un 7% y 3% respectivamente) (C 27/11).

En este contexto, se revelaron las cifras de desocupación y subocupación nacionales, en medio de una discusión “metodológica” y una desprolijidad mayor. El Ministerio de Economía, desvalorizó los datos dados a conocer por el Indec, y propuso resultados propios, ante el decepcionante altísimo nivel de desocupación y subocupación (alrededor del 40% de la población económicamente activa)(C 1/12). Con todo, según Daniel Muchnik, el desempleo en la Argentina es de carácter estructural: para reducir a cero los planes de trabajo, la economía argentina debería crecer un 7% anual durante 25 años (C 1/12). Conclusión: un imposible.

La pelea política

Mientras las esquirlas provenientes del mundo de los negocios parecen no perdonar a nadie, en el plano estrictamente político se completó la seguidilla de elecciones provinciales. Veamos primero los resultados de las realizadas en noviembre (todos ellos obtenidos de la página virtual del Ministerio del Interior: www.elecciones2003.gov.ar), para luego pasar a un análisis más exhaustivo unificando ya todos los datos. 

Entre Ríos. Gobernador.

	Padrón
	821.809
	100%

	Abstención
	205.139
	24,96%

	Blanco/Nulos
	17.351
	2,11%

	Total negativos
	222.490
	27,07%

	Busti (PJ)
	267.411
	32,54%

	Varisco (UCR)
	205.896
	25,05%


Tierra del Fuego. Diputados.

	Padrón
	70.970
	100%

	Abstención
	21.931
	30,90%

	Blanco/Nulos
	3.676
	5,18%

	Total negativos
	25.607
	36,08%

	A.R.I.
	14.777
	20,82%

	PJ
	11.930
	16,81%


San Luis. Diputados.

	Padrón
	262.738
	100%

	Abstención
	96.852
	36,86%

	Blanco/Nulos
	12.460
	4,74%

	Total negativos
	109.312
	41,60%

	Fte. M. Popular (R. Saá)
	109.617
	41,72%

	Fte. Juntos por San Luis
	17.191
	6,54%


Corrientes.  Diputados.

	Padrón
	617.819
	100%

	Abstención
	251.945
	40,78%

	Blanco/Nulos
	14.298
	2,30%

	Total negativos
	266.243
	43,09%

	Fte. De Todos (UCR/PJ)
	119.814
	19,33%

	Partido Nuevo (R. Feris)
	102.063
	16,52%


Como vemos, la tendencia de los meses anteriores se mantuvo, consolidándose la abstención en todas las provincias. Pero profundicemos en nuestro análisis, viendo las elecciones en su conjunto y a través de su desarrollo.

Reconstruyendo desde los poderes  locales

A mediados de 2002, cuando aún permanecía en el ambiente el fantasma de la insurrección de diciembre de 2001, y tras una violenta represión en el puente Pueyrredón contra organizaciones piqueteras que puso a la opinión pública claramente contra el gobierno, el entonces presidente Duhalde llamó a elecciones anticipadas para comienzos del siguiente año. Pero además de presidente y vice, debían elegirse gobernadores en casi todas las provincias, y renovarse las cámaras legislativas provinciales y nacionales. Ante esto, y actuando contra la lógica presupuestaria (realizar todas juntas las elecciones hubiese sido mucho más barato para el Estado, uno de los reclamos de la población), se convocó a elecciones separadas en el tiempo según cada provincia, comenzando en abril y terminando en noviembre de 2003. Pero, ¿por qué sucede esto?

Ante la crisis de representatividad, y con el levantamiento popular aún muy fresco, la manera en que se intenta reconstruir el poder es acudiendo justamente a donde este poder tiene más contacto con la población, es decir, a través de los caudillos locales, a través del punterismo o el clientelismo político. Si bien estos aparatos también juegan un papel importante cuando las elecciones son nacionales, resultaba demasiado peligroso ante la situación de dispersión y descreimiento generalizado plantear elecciones conjuntas. Justamente, la dispersión en el tiempo de los actos eleccionarios, permite por un lado que no se puedan nacionalizar los resultados, pero más importante aún, que los poderes locales ejerzan más plenamente su control. Si las elecciones se nacionalizan, los referentes también pasan a ser nacionales (Kirchner, Menem, Duhalde, etc.) y con esto los caudillos locales tienen menos poder de control sobre su población cercana. La jugada, hasta cierto punto, salió bien.

PJ: oficialismo y oposición

El justicialismo pasó a gobernar 16 de las 24 provincias, teniendo además en la ciudad de Buenos Aires al frepasista Aníbal Ibarra como aliado presidencial, mientras que la UCR controla 6 gobernaciones, y el Movimiento Popular Neuquino sigue hegemonizando en su provincia.

Sin embargo, es cierto que el justicialismo no actúa hace rato en forma homogénea, y dentro de este partido existen varias facciones internas, destacándose el duhaldismo, el kirchnerismo, y el menemismo. De esta manera, si ponemos al presidente Kirchner en el centro y vemos como se relacionan los gobernadores en torno a él, podemos seguir la siguiente descripción: El presidente Néstor Kirchner tendrá cinco distritos a los que podrá considerar aliados incondicionales a su proyecto político. Además de Sergio Acevedo en Santa Cruz (...) la lista de mandatarios afines al kirchnerismo la integran Eduardo Fellner (Jujuy), Carlos Rovira (Misiones), Gildo Insfrán (Formosa) y Mario Das Neves (Chubut). (...) Un escalón más abajo en materia de fidelidad (...) el bonaerense Felipe Solá (...) y el porteño Aníbal Ibarra (...) También con apoyo del Gobierno, el Frente Cívico y Social pudo retener el poder en Catamarca (...) El mismo esquema de relaciones muestra el peronista José Luis Gioja, quien se impuso en las elecciones de San Juan. Sin embargo, el ex presidente provisional del Senado es un hombre cuya lealtad se relaciona más con Duhalde que con el presidente Kirchner, por lo que el respaldo de San Juan al Gobierno estará supeditado al mantenimiento de la alianza entre los dos jefes justicialistas. El panorama es diferente en las restantes cuatro provincias donde gobiernan los peronistas Jorge Busti (Entre Ríos), Jorge Obeid (Santa Fe), Juan Carlos Romero (Salta) y Carlos Verna (La Pampa). El apoyo de este grupo estará decididamente sujeto a los vaivenes coyunturales y al respaldo popular que coseche el Gobierno nacional. Por último, habrá cuatro distritos que desempeñarán un papel opositor a Kirchner: el neuquino Jorge Sobisch, (...) el radical chaqueño Roy Nikich, (...) y los radicales Miguel Saiz (Río Negro) y Julio César Cleto Cobos (Mendoza) (LN 9/12).

Además, el justicialismo logró tras estas elecciones quórum propio tanto en senadores como en diputados.

“No” a todos: 40%

Sin embargo, veamos qué pasa si nacionalizamos los números. Tomemos como referente las elecciones para diputados nacionales, ya que son los únicos comicios que se realizaron en todas las provincias, y sumemos los datos de los padrones, de la abstención junto a los votos negativos, del PJ y de la UCR. Tenemos que aclarar que los datos de estos dos partidos tradicionales son aproximados, ya que ambos se presentaron en la mayoría de las provincias conduciendo frentes aliados con otras pequeñas fuerzas, o incluso en Corrientes fueron juntos en el mismo frente. Por todo esto, hemos atribuido la totalidad de los votos de dichos frentes al PJ o la UCR según corresponda. Los datos de los padrones y de la abstención, en cambio, son exactos. 

Proyección nacional de las elecciones 2003.

	Padrón
	25.565.383
	100%

	Abstención/Negativos
	10.230.833
	40,02%

	PJ
	6.596.482
	25,80%

	UCR
	2.327.690
	9,10%


Es decir que el PJ, gran triunfador de la seguidilla de elecciones, armada justamente para reconstruir el poder a través de los poderes locales y frenar así la tendencia abstencionista (en la que incluimos el voto negativo) manifestada en el “que se vayan todos”, obtuvo tan solo el 25,80% del padrón. Ese es el gran caudal con el que cuenta, y que le permite gobernar 16 provincias, y poder promulgar leyes sin recurrir a ninguna otra fuerza, es decir, con quórum propio en ambas cámaras. Mientras tanto, más de 10 millones de argentinos, el 40% del padrón nacional, no quiere saber nada con ninguno, es decir, mantiene plena su desconfianza y su descreimiento. 

De todas maneras, como destacábamos más arriba, el papel de los caudillos locales resultó fundamental para, aunque mal no sea, consolidar ese 25% con el que se intenta gobernar.

Sin embargo, está claro que esta situación no se sostiene en el tiempo, y que si bien se logró aquietar el conflicto social, los días están contados. Y es entonces cuando aparecen los reclamos de reforma política, en la búsqueda del consenso perdido y de revertir el descreimiento y la desconfianza generalizada. Así lo entendió el propio Felipe Solá, gobernador bonaerense: “El PJ ganó cuatro a uno la elección bonaerense y sin embargo tengo la sensación de que retrocedemos. Lo que pasa es que los demás se dispersaron. La reticencia a votar es un descreimiento con la forma de hacer política. El PJ tiene que plantearse cambios y eso lo conversé con Duhalde” (C 10/12).

Clientelismo: el “mal necesario”.

Es así como se entra en contradicción: por un lado, la necesidad de “depurar” estos aparatos políticos, para hacerlos más potables y recuperar así algo del consenso perdido; y por otro, esos aparatos se resisten a perder sus cuotas de poder, sabiendo que de su lado cuentan con haber aportado a la reconstrucción de la que hablábamos, es decir, que aún son necesarios. 

Ante esto, la Iglesia siempre aparece planteando este problema. En un documento emitido por la cúpula del Episcopado, los obispos sintetizaron sus reclamos de los últimos años en dos puntos: la “urgencia de definir políticas de Estado” en cuestiones clave como la desocupación, la pobreza y la inseguridad. Y que se concrete “la deseada renovación de la dirigencia”, luego de que la reciente sucesión de elecciones confirmó a muchos políticos (C 11/12). 

El reclamo eclesiástico no podía ser más oportuno. En diciembre, a través de las declaraciones de un “arrepentido”, volvían a ser noticia los sobornos pagados a senadores y diputados para que se apruebe la ley de reforma laboral durante el gobierno de De La Rúa. A esto se lo denomina “la vieja política”. Sin embargo, existe conciencia, como vemos en el mensaje de la Iglesia, de que la renovación política no se llevó adelante, y esto profundiza el descreimiento popular. Es interesante, en este sentido, el siguiente editorial del matutino La Nación, reclamando que se avance con este tema antes de que sea demasiado tarde: “Quien observó atentamente las caras de esos 21 nuevos senadores nacionales no experimentó, precisamente, la sensación de un cambio renovador. Muchos de ellos son viejos conocidos de la vida nacional, y no porque hayan dejado un recuerdo grato o enaltecedor de su paso por la gestión pública, sino por todo lo contrario: porque formaron parte de lo más sombrío y desacreditado de nuestra maltrecha realidad institucional y política (...) Para que los argentinos recobremos la confianza que hemos ido perdiendo en la dirigencia política, es indispensable que los partidos renueven y oxigenen sus viejas estructuras. Nadie pretende defender literalmente el pueril e impracticable reclamos de “que se vayan todos”, pero es necesario que la ciudadanía se comprometa cada vez más con la acción política y concurra a engrosar las filas de las organizaciones partidarias, a fin de que la renovación de la vida pública sea un fenómeno dinámico y permanente” (LN 30/11). 

Sin embargo, como decíamos más arriba, estos aparatos se resisten y dan pelea. Esto se manifiesta de formas diferentes según el caso y la provincia, pero el ejemplo paradigmático lo tenemos en la provincia de Buenos Aires, donde justamente se concentra casi el 40% del padrón electoral. Allí funciona el aparato duhaldista, que se ramifica en cada una de las intendencias, y desde allí en cada barrio o asentamiento, a través de una diversidad de punteros políticos, sociedades de fomento, clubes, y múltiples organizaciones de carácter social. Uno de los pelotones de este ejército es el que mereció el reconocimiento político a su creadora, la ahora diputada nacional Hilda “Chiche” Duhalde. Se trata nada menos que de sus afamadas “manzaneras”.

Estos aparatos ejercen un control diario sobre la población, a través de favores y prebendas, pero sobre todo teniendo los oídos bien atentos a los reclamos locales, ofreciendo soluciones inmediatas que si bien no resuelven los problemas, "emparchan" la difícil situación económica y social que estamos viviendo. Sobre esta base se sustenta su poder político. Y ya ni el propio jefe de esta monumental maquinaria, Eduardo Duhalde, niega su existencia, aún cuando quiera hacerse el desentendido como si hablase de algo ajeno: “La historia del clientelismo es la historia de los hijos de puta... Siempre dije que el que mancilla la dignidad humana porque tiene una ayuda del gobierno es un hijo de puta” (LN 29/11). En los últimos años, esta organización fue consolidándose básicamente sobre la distribución de asistencia social, a través de planes como el Jefes y Jefas de Hogar Desocupado.

Y aquí entramos en contacto con otro punto saliente, que es de la relación con las diferentes organizaciones piqueteras. Como se puede ver más abajo (ver Conflicto Social), durante los últimos meses vienen aumentando en forma sostenida el caudal de marchas, cortes y piquetes realizados por estas organizaciones, en reclamo justamente de subsidios estatales. Ante esto, tanto los medios masivos de comunicación como diferentes organizaciones empresariales, vienen reclamando al gobierno que reprima a estos movimientos. El propio Duhalde se sumó a dicha exigencia al opinar que “debemos saber que el Estado ante cierto tipo de delitos tiene que poner en marcha la actitud represiva”(LN 29/11).
 Sin embargo, mostrando una gran transparencia en sus palabras, en un encuentro de la Unión Industrial Argentina en el que se reclamó al gobierno la represión a estos sectores, el Ministro de Trabajo, Carlos Tomada, les recordó que “son 2,2 millones los beneficiarios del plan Jefes y sólo 150.000 los que administran las organizaciones sociales” (LN 4/12). Y aún dentro de estos 150.000, los supuestamente piqueteros “rebeldes”, administran tan sólo unos 18 mil planes (C 30/11). De esta manera, el ministro pareciera advertir que el control sobre los planes lo tiene el gobierno, y que sobre eso se sustenta en gran medida la “tranquilidad social”. Por lo tanto, comenzar a reprimir y desmontar este sistema, implicaría remover aguas que ya de por sí no son muy tranquilas. Inclusive en el aniversario de la insurrección de diciembre de 2001, una de las movilizaciones fue realizada por organizaciones piqueteras que apoyan al gobierno, entre las que se encontraban gran cantidad de banderas del partido justicialista (LN 21/12).

Sin embargo, es desde el interior del mismo aparato justicialista bonaerense desde donde se amenazó al gobierno por el control de la ayuda social, a través de los dichos del intendente de La Matanza, Alberto Balestrini, quien señaló: “el escarmiento popular puede surgir en cualquier momento. En Navidad, la gente de La Matanza es muy difícil de contener si no tiene para comprar un pan dulce. Me preocupa lo que pueda suceder a fin de año” (LN 18/12). Más tarde, muchos intendentes justicialistas  bonaerenses apoyarían los dichos de Balestrini, dando comienzo a una discusión mediática que aún no concluyó, en la que kirchnerismo y duhaldismo saben que lo que está en juego es, por un lado, el control del conflicto social, y por el otro, la fuerza que da canalizarlo utilizándolo dentro en esta lucha facciosa.

Seguridad y militarización

En este punto, el dato saliente vuelve a ser la presión del gobierno de EE.UU. para inmiscuirse en los asuntos regionales. En este sentido, fue el secretario de Defensa norteamericano, Donald Rumsfeld al reunirse con su par argentino, José Pampuro, quien demostró preocupación por la situación en Bolivia y la posibilidad de que el conflicto boliviano pueda extenderse a otros países (C 12/12). A su vez, en lo que respecta a la posición argentina de no dar inmunidad a los marines norteamericanos para realizar ejercicios en nuestro país, Rumsfeld le señaló a Pampuro: “Ustedes saben lo que hacen”. Asimismo,  remarcó la necesidad de que los acuerdos económicos y militares vayan de la mano porque no pueden ir por caminos diferentes (C 12/12).

Conflicto Social

Aunque lejos aún de los numerosos cortes del inquieto año 2002, el mes de noviembre demostró un aumento significativo de los cortes y movilizaciones. Frente a los 66 cortes registrados en octubre, noviembre, casi duplicó la cifra: 120 (LN 2/12).

Entre el 24 de dicho mes y el 20 de diciembre, los registros volvieron a ser altos. En ese marco temporal, encontramos, entre las más significativas, 22 marchas y movilizaciones; 22 jornadas de cortes de rutas, autopistas o calles (no cortes individuales, que serían muchos más). Entre estos últimos se observan tres cortes parciales (dejando circular el tránsito por un carril) y dos “tomas” de puestos de peajes (dejando circular libremente a los automovilistas).

También observamos tres jornadas de paro. Uno por 48 horas, ejecutado por trabajadores estatales, nucleados en UPCN; otro de tres horas, realizados por trabajadores bancarios, que incluyó cortes de calle, quema de gomas y represión policial. Finalmente se realizaron una toma de boletería en la estación de tren de Constitución (permitiendo viajar gratis a los pasajeros); un acampe y una ocupación de predio fiscal.

Cabe agregar que 4 movilizaciones terminaron en represión policial y enfrentamientos de manifestantes con la policía.

Los principales participantes de estas jornadas fueron: la Corriente Clasista Combativa (en Buenos Aires y el interior), el Polo Obrero, el Movimiento de Trabajadores Desocupados (MTD) Aníbal Verón, el Movimiento Independiente de Jubilados y Desocupados, Barrios de Pie, la Central de Trabajadores Argentinos (CTA), los trabajadores estatales organizados en ATE, y finalmente la Coordinadora de Trabajadores Desocupados (CTD) Aníbal Verón. Además participaron de acciones cantidad de agrupaciones piqueteras menores, la Organización Madres de Plaza de Mayo, organizaciones de Derechos Humanos, jubilados, los ya mencionados trabajadores bancarios y los estatales (de UPCN), inquilinos, vecinos de Villa Urquiza, Inundados de Santa Fe, familiares de desaparecidos y de las víctimas de la represión del 20 de diciembre.

Entre las demandas y consignas, se destacan según la cantidad: aguinaldo a los desocupados, trabajo genuino, repudio a la represión, alimentos, subsidios a desocupados, desprocesamiento a militantes. Los trabajadores en huelga exigieron en ambos casos aumento salarial. En menos casos se observó: no pago a la deuda externa, plan de vivienda, repudio a políticos, mayor seguridad y repudio a la policía.

Finalmente, y a modo de síntesis de la situación en que se encuentra hoy en día la protesta social en nuestro país, los días 19 y 20 de diciembre se realizaron varios actos a dos años de la insurrección que terminó con el gobierno de De La Rúa. Si bien en todos ellos se conmemoró la fecha como una jornada simbólica de lucha, la diversidad de actos se debió principalmente a las diferentes posturas que toman las diferentes organizaciones con respecto a la política oficial. Así, el “divide y reinarás”, goza hoy y aquí de plena actualidad.
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Se firmó el Tratado de Libre Comercio entre EE.UU. y Centroamérica





Uruguay: Plebiscito por ANCAP da masivo rechazo a la privatización
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En EE.UU. reforman el servicio médico: el sueño de los laboratorios ya es realidad





La Unión Europea sigue sin poder darse una Constitución 
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“Argentina tiene que pagar más”. Reapareció Anne Krueger y se tensó la relación con el Fondo. 





Flexibilización laboral: entre la corrupción confesa y la necesidad del capital de profundizarla





Elecciones 2003: el PJ arrasó con el 25%, �el 40% le dice que no a todos.
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